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Resumen: El presente trabajo incluye un análisis del concepto de ac-
ciones positivas y de su evolución. De manera sustancial se ocupa 
del estudio y comentario de la Ley Orgánica 3/2007 de 22 de mar-
zo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, así como del 
control constitucional efectuado sobre las cuotas electorales y su 
compatibilidad con la igualdad formal y los derechos de sufragio.
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Abstract: This work includes a research about the positive actions 
(affirmative actions) concept and his developments. Mainly it 
focuses on the study and commentary of spanish legislation, 
such as the Ley Órgánica 3/2007, of 22 nd. March, on efective 
equality between women and men, and on the constitutional 
scrutiny about the electoral quotes and their legitimacy in con-
trast with formal equality and suffrage rights.
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Zusammenfassung: Die Forschungsarbeit befasst sich mit der 
Analyse des Konzepts der positiven Aktion und ihre Entwic-
klung. Sie enthält Forschung und Kommentar über die Ley Or-
gánica 3/2007, vom 22. März, für die Effektivität der Gleichbere-
chtigung von Frauen und Männern, auch über die verfassungs-
mässige Kontrolle über die Wahlquoten und ihre Vereinbarkeit 
mit der formellen Gleichberechtigung und die Wahlrechte.
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1.  Introducción

La Ley Orgánica 3/ 2007, de 22 de marzo, para la igual-
dad efectiva de mujeres y hombres, ha incorporado al or-
denamiento jurídico español, de modo expreso, las acciones 
positivas, y principios como el de composición equilibrada 
junto con numerosas innovaciones que justifican, aún con 
carácter limitado, un análisis de los aspectos más signifi-
cativos de dicho texto legislativo.

Por ello, tras aludir brevemente a la noción de acción 
positiva y a su evolución, me ocupo de diversas aportacio-
nes doctrinales y de LA jurisprudencia constitucional es-
pañola (II).

El apartado siguiente está dedicado a la Ley Orgánica 
3/2007 (III). Finalmente incorporo un urgente comentario 
(IV) sobre la sentencia del Tribunal Constitucional espa-
ñol, de 29 de enero de 2008, que ha declarado la constitu-
cionalidad del principio de composición equilibrada en re-
lación con las candidaturas electorales, y que supone uno 
de los elementos mas trascendentales de la mencionada 
Ley Orgánica.

Se ha considerado que “Acción positiva” sería una tra-
ducción de lo que en Estados Unidos se conoce como “ac-
ción afirmativa” (affirmative action), expresión que tendría 
su origen en una ley laboral norteamericana de 1935, y 
que luego se extendería a diversas medidas intervencionis-
tas adoptadas en la década de los sesenta por diversos Pre-
sidentes (Kennedy, Johnson), al servicio de la integración 
social de las minorías raciales, y posteriormente para com-
batir la discriminación sexual. En 1964 la Ley de Derechos 
Civiles, y luego la Ley de Igualdad de Oportunidades en el 
Empleo de 1972, les darían una cobertura legislativa1.

1  En 1977 la Comisión Norteamericana de Derechos Civiles definió como 
acción afirmativa “cualquier medida, más allá de la simple terminación de una 
práctica discriminatoria, adoptada para corregir o compensar por una discrimi-
nación presente o pasada o para impedir que la discriminación se reproduzca en 
el futuro”.

Véase, Barrère Unzueta, Mª Angeles: “La acción positiva: Análisis del con-
cepto y propuestas de revisión”, en Jornadas sobre Políticas locales para la 
igualdad entre mujeres y hombres, Vitoria-Gasteiz, 11-13 de diciembre de 2002.
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El Derecho Comunitario Europeo acogería ampliamen-
te la categoría de acciones positivas, así la Directiva 
76/207/CEE, relativa a la aplicación del principio de 
igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se re-
fiere al acceso al empleo, a la formación y a la promoción 
profesionales y a las condiciones de trabajo, facilitaría que 
el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas 
considerara conforme con el Derecho Comunitario algu-
nas medidas nacionales de acción positiva a favor de las 
mujeres.

El Tratado de Ámsterdam de 1997, añadió un párrafo 
4 al artículo 119 (actual 141) del Tratado de la Comuni-
dad Europea, que supondría un reconocimiento de las ac-
ciones positivas: “Con objeto de garantizar en la práctica 
la plena igualdad entre hombres y mujeres en la vida la-
boral, el principio de igualdad de trato no impedirá a nin-
gún Estado miembro mantener o adoptar medidas que 
ofrezcan ventajas concretas destinadas a facilitar al sexo 
menos representado el ejercicio de actividades profesiona-
les o a evitar o compensar desventajas en sus carreras 
profesionales”.

La jurisprudencia del Tribunal tras alguna reticencia 
(caso Kalanke en 1995), aceptaría las acciones positivas 
(Marshall (1997), Badeck, Anderson (2000), y Lommers 
(2002).

La Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Eu-
ropea en su artículo 23, tras proclamar que la igualdad 
entre hombres y mujeres será garantizada en todos los 
ámbitos, incorpora un significativo segundo párrafo en el 
que se afirma textualmente que el principio de igualdad 
no impide el mantenimiento o la adopción de medidas que 
ofrezcan ventajas concretas a favor del sexo menos repre-
sentado.

Tanto este precepto, como el anteriormente citado del 
Tratado de Ámsterdam, al referirse al sexo menos repre-
sentado, podrían encuadrarse en la más pura esencia de la 

De la misma autora: Discriminación, Derecho antidiscriminatorio y acción 
positiva a favor de las mujeres, IVAP/Cívitas, Madrid, 1997.
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igualdad, aunque, hoy por hoy, todavía sean las mujeres 
quienes ocupan una posición menos favorable en los princi-
pales sectores productivos y de poder político y económico.

2. � Las acciones positivas en la doctrina 
y jurisprudencia españolas

2.1.  Las aportaciones doctrinales

En mi opinión, el análisis más relevante y sugerente 
sobre las acciones positivas es el de D. Giménez Gluck, 
contenido en un texto publicado en 1999 2, en el que las si-
túa dentro del trato desigual orientado hacia la igualdad 
material.

Dentro de los diversos tratos desiguales hacia la igual-
dad material, las acciones positivas ocupan un espacio 
esencial, pero conviene diferenciarlas de otras categorías.

Así las medidas de igualación positiva (becas, progresi-
vidad en el impuesto sobre la renta) tendrían como finali-
dad constitucionalmente admisible la igualdad entre los 
ciudadanos individualmente considerados, a diferencia de 
las acciones positivas cuya finalidad es la búsqueda de la 
igualdad material entre los colectivos o grupos.

Precisando aún más se puede afirmar que son acciones 
positivas los tratos formalmente desiguales que favorecen 
a determinados colectivos por poseer un rasgo diferencia-
dor en común caracterizado por ser transparente e inmo-
dificable y constituir cláusulas específicas de no discrimi-
nación3.

Los rasgos que justifican acciones positivas son crite-
rios de diferenciación que paradójicamente son sospecho-
sos, incluso odiosos4, y respecto de los cuales el Estado 

2  Giménez Gluck, D.: Una manifestación polémica del principio de igual-
dad. Acciones positivas y medidas de discriminación inversa, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 1999.

3  Op. cit., pp. 64 y ss.
4  Recordemos el artículo 14 de la Constitución española...” sin que pueda 

prevalecer distinción alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opi-
nión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social”.
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impone la no discriminación. Lo que se pretende compen-
sar con la acción positiva no es una situación individual de 
inferioridad sino la minusvaloración por la pertenencia a 
un grupo que comparte un rasgo históricamente margina-
do por la sociedad, y contra lo que se combate desde la ac-
ción del Estado.

El que los rasgos que puedan dar lugar a acciones posi-
tivas sean transparentes e inmodificables, es decir no vo-
luntarios (religión, opinión...), nos lleva a considerar como 
tales a la raza y al sexo, de modo generalmente reconocido 
para legitimar acciones positivas, aunque también, y no 
sin dificultades, la minusvalía física y psíquica va abrién-
dose camino.

La raza es una cláusula específica de no discriminación 
en diversos textos constitucionales europeos (art. 3.1 de la 
Constitución italiana, art. 13 de la Constitución portugue-
sa, art. 3 de la Ley Fundamental de Bonn...), y para órga-
nos jurisdiccionales como el Tribunal Supremo norteame-
ricano, al permitir justificar constitucionalmente acciones 
positivas: Caso Bakke (1978), caso Fullilove (1980), Wy-
gant (1986), Metro Broadcasting (1990), Adarand (1995), 
Gratz v. Bollinger (2003).

Respecto al sexo como rasgo idóneo para iniciativas de 
acción positiva destaca el caso Johnson v. Transportation 
Agency of Santa Clara County, California (1987), junto 
con diversas referencias constitucionales europeas, y de 
manera especial de Derecho Comunitario5.

En opinión de A. Montoya, la figura de las acciones po-
sitivas, aspiraría a “compensar situaciones históricas de 
discriminación padecidas por ciertos grupos, mediante el 
reconocimiento de ventajas o beneficios que operan como 
alternativas rectificadoras de un criterio mecánico de 
igualdad” 6; más en concreto la acción positiva no supone 

5  Giménez Gluck, D.: Juicio de igualdad y Tribunal Constitucional, edito-
rial Bosch, Barcelona, 2004, p. 321 y ss.

6  Montoya Melgar, A.: “Significado de la Ley Orgánica para la igualdad 
efectiva de mujeres y hombres”, en Montoya, A. (Coord.): La igualdad sustan-
cial de mujeres y hombres, Civitas, 2007, pp. 25-78 (p. 74).

Véase además: Rey Martínez, F.: El derecho fundamental a no ser discrimi-
nado por razón de sexo, Mac Graw-Hill, Madrid, 1995. E. Sierra Hernaiz: Ac-
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discriminación o privilegio, sino una medida antidiscrimi-
natoria para corregir la nula o escasa presencia de la mu-
jer en determinados ámbitos.

Hay quien considera como acciones positivas en sentido 
estricto a las ventajas o tratamientos preferenciales a fa-
vor de los colectivos víctimas de discriminación grupal, 
con el objetivo de reequilibrar una situación de partida 
desigual y corrigiendo el “efecto natural” de las pautas 
discriminatorias socialmente generalizadas7.

La cuestión que hay que analizar es la de la constitu-
cionalidad de las acciones positivas. Desde tal perspectiva 
se han diferenciado dentro de la categoría de las acciones 
positivas, las denominadas acciones positivas moderadas y 
la discriminación inversa.

Las primeras excluirían el empleo de cuotas, no cau-
sando perjuicios a terceros. Por el contrario, las medidas 
de discriminación inversa consistirían en cuotas reserva-
das a determinados grupos minusvalorados en los proce-
sos selectivos para acceder a bienes escasos (plazas uni-
versitarias, puestos de trabajo, listas electorales...).

La discriminación inversa suele generar reparos e in-
cluso rechazo desde el punto de vista de su legitimidad 
constitucional. Por ello parte de la doctrina la distingue de 
las acciones positivas8, o rechaza tal denominación por 
considerar desfavorable la referencia discriminatoria9, 
proponiendo utilizar la denominación distinción positiva, 
que alude a la diferenciación de trato, pero sin las mencio-
nadas connotaciones10. También se emplea para referirse 

ción positiva y empleo de la mujer, Madrid, CES, 1999. Martín Vida, M. A.: 
Fundamento y límites constitucionales de las medidas de acción positiva, Civi-
tas, Madrid, 2003. Elosegui Itxaso, M.: Las acciones positivas para la igualdad 
de oportunidades laborales entre hombres y mujeres, Madrid, CEPC, 2003.

7  Rodriguez-Piñeiro, M.: “Acción positiva, igualdad de oportunidades e 
igualación en los resultados”, RL, núm. 13, 1996, p. 2.

8  Ruiz Miguel, A.: “Discriminación inversa e igualdad”, en A. Valcárcel 
(Comp.): El concepto de igualdad, Editorial Pablo Iglesias, Madrid, 1994.

9  Barrère Unzueta, M. A.: Discriminación, Derecho antidiscriminatorio y 
acción positiva a favor de las mujeres, op. cit., pp. 85 y ss.

10  Álvarez Alonso, D. y Alvarez del Cuvillo, A.: “Nuevas reflexiones sobre 
la noción de discriminación y eficacia de la tutela antidiscriminatoria”, REDT, 
núm. 132, 2006, p. 1032.



Acciones positivas a favor de la mujer en España ...� 385

Anuario de Derechos Humanos. Nueva Época. Vol. 9. 2008 (379-402)

a los supuestos de acciones positivas mal planteadas, que, 
al superar los límites, rebasan el objetivo de reequilibrar 
las posiciones de partida y producen un desequilibrio en 
sentido inverso al que pretendían paliar.

Dentro de la discriminación inversa, Giménez Gluck 
diferencia entre la racionalizada o de cuota flexible, en la 
que la consideración de la pertenencia al grupo minusva-
lorado es un factor más en el proceso de selección, en vez 
del único factor a tener en cuenta, y la discriminación in-
versa en estado puro o de cuota rígida, en la que se esta-
blecen cuotas para grupos sin tener suficientemente en 
cuenta otros factores. Suele ser calificada como despropor-
cionada e inconstitucional, a diferencia de la anterior que 
ha sido aceptada en numerosos ordenamientos constitu-
cionales, aunque subsistan reparos por considerar al sexo 
o la raza como criterios, aunque no únicos, de selección11.

No quisiera dejar de mencionar las denominadas accio-
nes protectoras (o falsamente protectoras) de la mujer, que 
guardan ciertas semejanzas con las acciones positivas en 
cuanto ofrecen ventajas a las mujeres, pero que en el fon-
do son expresión de valores que consideran a la mujer 
como ser inferior y necesitado de tutela.

Estas aportaciones doctrinales han tenido su reflejo en 
las decisiones de los tribunales españoles, y de modo espe-
cial del Tribunal Constitucional.

2.2. � Las acciones positivas en la jurisprudencia 
constitucional española

Las acciones positivas se han considerado como medi-
das igualatorias asociadas a los objetivos del Estado social 
de Derecho.

La observancia del principio de igualad formal no supo-
ne que toda diferenciación sea constitucionalmente ilegíti-
ma, sino las que no respondan a una justificación objetiva, 
razonable, no arbitraria o caprichosa.

11  Giménez Gluck: Una manifestación polémica..., op. cit., pp. 83-84.
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El artículo 14 se interpreta desde la perspectiva conte-
nida en el 9.2 de la Constitución12, de modo que la actua-
ción a favor de ciertos grupos o colectivos “puede incluso 
venir exigida en un Estado social y democrático de Dere-
cho, para la efectividad de los valores que la Constitución 
consagra con el carácter de superiores del ordenamiento, 
como son la justicia y la igualdad (artículo 1), a cuyo efecto 
atribuye además a los Poderes Públicos el que promuevan 
las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva” 
(STC 34/1981, FJ 3º)13.

La primera ocasión en la que el Tribunal Constitucio-
nal se pronunció sobre las acciones positivas, fue en el de-
nominado caso Guarderías infantiles, resuelto con la sen-
tencia 128/1987.

Un acuerdo del Instituto Nacional de Previsión de 26 
de noviembre de 1974, aplicado por el Instituto Nacional 
de la Salud (INSALUD) reconocía un complemento retri-
butivo de 4000 pesetas mensuales en concepto de guarde-
ría a las mujeres trabajadoras que tuviesen hijos menores 
de seis años, mientras que a los varones sólo se les recono-
cía si tenían la condición de viudos. Un trabajador impug-
nó en amparo tal diferenciación, alegando vulneración del 
artículo 14 de la Constitución.

El Tribunal Constitucional desestimó el recurso, legiti-
mando “las medidas protectoras de aquellas categorías de 
trabajadoras que están sometidas a condiciones especial-

12  “La referencia al sexo en el artículo 14 implica la decisión constitucional 
de acabar con una histórica situación de inferioridad atribuida a la mujer, sien-
do inconstitucional la diferenciación normativa basada en dicho criterio. Con 
todo en la perspectiva del artículo 9.2 de la Constitución, de promoción de las 
condiciones de igualdad, no se considera discriminatorio que, a fin de promover 
una real y efectiva equiparación de la mujer con el hombre, se adopten ciertas 
medidas de acción positiva en beneficio de la mujer” (STC 2/1993, FJ 3.º).

13  Para una síntesis de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional espa-
ñol, véase: Bustos Bottai, R.: “Discriminación por razón de sexo y acciones posi-
tivas: Reflexiones a la luz de la jurisprudencia constitucional española y aproxi-
mación a la ley para la igualdad efectiva”, en Universitas. Revista de Filosofía, 
Derecho y Política, n.º 6, julio 2007, pp. 127-147.

Del mismo autor: “Hacia la igualdad sustancial: Reflexiones a raíz de la Ley 
Orgánica para la igualdad efectiva de hombres y mujeres”, en Figueruelo Bu-
rrieza, A., Ibáñez Martínez, M. L. y Merino Hernández, R. M. (Editoras): 
Igualdad ¿Para qué? (A propósito de la Ley Orgánica para la igualdad efectiva 
de mujeres y hombres), U. de Salamanca, Granada, 2007, pp. 71-105.
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mente desventajosas para su acceso al trabajo o perma-
nencia en él... y que no podrían considerarse opuestas al 
citado principio de igualdad, sino, al contrario, dirigidas a 
eliminar situaciones de discriminación existentes” (STC 
128/1987, FJ 8).

Las SSTC 109/1993 y 187/1993, se pronunciaron sobre 
un supuesto semejante.

El artículo 37.4 de la Ley 8/80, del Estatuto de los Traba-
jadores establecía que el derecho a tener una franja horaria 
durante la jornada laboral para dar lactancia, natural o ar-
tificial, correspondía sólo a las madres. Un trabajador inició 
un proceso para que se le reconociese tal derecho a lactan-
cia artificial. En una sentencia, que estimo discutible, el TC 
consideró que el citado precepto no era discriminatorio, ba-
sándose en la realidad biológica y en la necesidad de tomar 
medidas a favor de un grupo desaventajado como lo son las 
mujeres en el ámbito laboral (STC 109/1993, FFJJ 4 y 6).

El TC procura diferenciar las acciones positivas de lo 
que hemos calificado como acciones falsamente protecto-
ras. La STC 28/1992, caso Compañía Telefónica, se pro-
nunció sobre un plus de transporte nocturno concedido 
exclusivamente a las trabajadoras, distinguiendo expresa-
mente entre las “medidas de acción positiva o similares...
tendentes a compensar una desigualdad de partida y que 
tratan de lograr una igualdad efectiva”, de “las medidas 
protectoras que responden a una concepción no igual de la 
mujer como trabajadora”, siendo estas últimas discrimina-
torias y por tanto inconstitucionales14.

En la STC 317/1994, el Tribunal desestimó un recurso 
de amparo de una trabajadora por la no aplicación de una 
disposición que le reconocía el derecho a una indemniza-
ción por ruptura del contrato de trabajo por contraer ma-
trimonio. Según el Tribunal la norma correspondiente a la 
etapa preconstitucional respondía a la orientación de “li-
berar a la mujer casada del trabajo”, facilitando la vuelta 

14  En tal línea, STC 207/1987 (caso Auxiliares de vuelo), STC 68/1991 (caso 
Pensión de orfandad del Ayuntamiento de Pamplona), STC 317/1994 (caso In-
demnización a trabajadoras por matrimonio).
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al hogar, desincentivando la permanencia en el trabajo 
cuando contraía matrimonio. Tal norma, que en su mo-
mento pudo considerarse aparentemente protectora, debe, 
de acuerdo con los valores constitucionales, ser calificada 
como discriminatoria (FJ 3).

En una posición semejante se situó el Tribunal Consti-
tucional en la STC 38/1986 al declarar inconstitucional 
una norma sobre el descanso nocturno de las mujeres tra-
bajadoras, por considerarla fundada “en una valoración 
proteccionista del trabajo de la mujer que no tiene vigencia 
en la sociedad actual y que no está demostrado que tenga 
como consecuencia su promoción real y efectiva” (FJ 3).

Respecto a la discriminación inversa, basada en la asig-
nación de cuotas, el Tribunal Constitucional español tuvo 
ocasión de pronunciarse en la STC 269/1994 en el caso que 
podríamos denominar cuota para discapacitados en la Ad-
ministración de Canarias.

Se trataba de un recurso de amparo contra la reserva 
de plazas para personas minusválidas, presentado por 
una mujer que no había podido obtener plaza de funciona-
ria, al resultar perjudicada por tal reserva. El TC desesti-
mó su recurso afirmando que las medidas destinadas a 
promocionar la inserción profesional de personas con difi-
cultades de acceso al empleo no eran contrarias a la igual-
dad, sino que la hacen posible y efectiva mediante el me-
canismo de la reserva de plazas.

Por otro lado, la discapacidad, se convierte en un factor 
diferencial que, a través de la cláusula abierta del art. 14 
CE, pasaría a considerarse constitucionalmente como una 
causa real de discriminación. La lucha contra la discrimi-
nación de los discapacitados sería una finalidad constitu-
cional capaz de justificar un trato desigual, en virtud ade-
más del mandato contenido en el art. 9.2 CE (remover los 
obstáculos que impidan o dificulten la plenitud de la igual-
dad), y lo dispuesto como principio rector de la política so-
cial en el artículo 49 CE (integración de los disminuidos 
físicos y psíquicos).

Como veremos más adelante, la LOI (Ley Orgánica 
para la igualdad efectiva de mujeres y hombres) ha intro-
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ducido las cuotas electorales a favor del sexo menos repre-
sentado, y el Tribunal Constitucional español acaba de 
pronunciarse sobre su legitimidad constitucional.

En un texto recientemente publicado, sus autores15 
afirman que la doctrina del Tribunal Constitucional es 
clara respecto a la aceptación de la acción positiva aunque 
no tanto respecto a sus límites, señalando, en primer lu-
gar, que las medidas supuestamente protectoras de la mu-
jer, fundadas en una asignación diferenciada de roles so-
ciales que dificultan la incorporación o permanencia de las 
mujeres en el mercado de trabajo, no pueden ser conside-
radas acción positiva, debiendo ser eliminadas por discri-
minatorias16.

Además se debe constatar efectivamente la presencia 
de una situación de discriminación social en perjuicio del 
grupo al que se pretende favorecer (SSTC 128/1987 y 
269/1994), las medidas de acción positiva tendrán un ca-
rácter temporal (STC 128/1987) y dado que la acción posi-
tiva puede entrar en conflicto con otros derechos funda-
mentales o bienes constitucionales, deberán superar un 
escrutinio acerca de su razonabilidad y proporcionalidad 
(idóneas, necesarias y generadoras de un beneficio mayor 
que los sacrificios que el trato de favor pueda haber produ-
cido) (SSTC 229/1992 y 269/1994).

3. � La Ley Orgánica 3/2007, para la 
igualdad efectiva de mujeres y 
hombres

El 23 de marzo de 2007 se publicó en el Boletín Oficial 
del Estado la mencionada Ley Orgánica (LOI), cuya “fina-

15  Antonia Castro Argüelles, Mª y Álvarez Alonso, D.: La igualdad efecti-
va de mujeres y hombres a partir de la Ley Orgánica 3/ 2007, de 22 de marzo, 
Ed. Aranzadi (Thomson-Civitas), 2007, pp. 97 y ss.

16 SST C 128/1887, 216/1991, 28/1992, 317 /1994 y 16/1995. Pese a la clari-
dad teórica del planteamiento, los citados autores critican que las soluciones 
prácticas adoptadas por el TC en algunos casos acaban reproduciendo los este-
reotipos tradicionales que dificultan la igualdad real (SSTC 128/1987, 203/2000 
y 3/2007).
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lidad principal es la introducción transversal de la igual-
dad entre hombres y mujeres en las distintas políticas pú-
blicas y el otorgamiento de cobertura a las medidas de fo-
mento y de discriminación positiva, que vayan permitiendo 
la efectiva promoción del papel de la mujer en nuestra so-
ciedad” 17.

Para algunos se trataría, más que de una ley de igual-
dad, de una ley de desigualdad o de promoción de accio-
nes, medidas y políticas positivas a favor de la mujer y al 
servicio de su equiparación real de trato18.

Esta ley cuenta con una serie de precedentes legislati-
vos, como la Ley 39/1999, de 5 de noviembre, sobre conci-
liación de la vida laboral y familiar, o la Ley Orgánica 
1/2004, de 28 de diciembre, de protección integral contra 
la violencia de género; la Ley 30/2003, de 13 de octubre, 
que establecía la evaluación del “impacto de género” en los 
procedimientos para elaborar normas estatales. La Ley 
62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, adminis-
trativas y del orden social, incorporaba una serie de actua-
ciones para la observancia del principio de igualdad de 
trato, así como acciones positivas y medidas para combatir 
la discriminación directa e indirecta y el acoso.

La Orden PRE/525/2005 publicó el Acuerdo del Consejo 
de Ministros de 4 de marzo de 2005 (continuado por los de 
3 de marzo de 2006 y 2 de marzo de 2007), adoptando di-
versas medidas para favorecer la igualdad entre mujeres y 
hombres, aprobando el Plan para la igualdad de género en 
la Administración General del Estado, favoreciendo la 

17  Montoya Melgar, A.: op. cit., p. 28.
18  “El pleno reconocimiento de la igualdad formal ante la ley, aun habiendo 

comportado, sin duda, un paso decisivo, ha resultado ser insuficiente. La violen-
cia de género, la discriminación salarial, la discriminación en las pensiones de 
viudedad, el mayor desempleo femenino, la todavía escasa presencia de las mu-
jeres en puestos de responsabilidad política, social, cultural y económica, o los 
problemas de conciliación entre la vida personal, laboral, y familiar, muestran 
cómo la igualdad plena, efectiva, entre mujeres y hombres, aquella ‘perfecta 
igualdad que no admitiera poder ni privilegio para unos ni incapacidad para 
otros’, en palabras escritas por John Stuart Mill hace casi 140 años, es todavía 
hoy una tarea pendiente que precisa de nuevos instrumentos jurídicos”. (Exposi-
ción de Motivos, BOE, num. 71 (2007), p. 12611.
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promoción profesional de las empleadas públicas, para 
conciliar la vida personal, familiar y laboral.

Además hay que tener en cuenta diferentes disposi-
ciones legales aprobadas por las Comunidades Autóno-
mas sobre igualdad de oportunidades o promoción de la 
igualdad.

La Ley Orgánica 3/2007, para la igualdad (LOI), incor-
pora al ordenamiento español varias Directivas comunita-
rias, como la Directiva 2002/73, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, que modifica la 76/207, relativa a la aplica-
ción del principio de igualdad de trato entre hombres y 
mujeres en lo que se refiere al acceso al empleo, a la for-
mación y a la promoción profesionales, y a las condiciones 
de trabajo, y la Directiva 2004/113, del Consejo, sobre 
aplicación del principio de igualdad de trato entre hom-
bres y mujeres en el acceso a bienes y servicios y su sumi-
nistro, y la Directiva 97/80 relativa a la carga de la prue-
ba19 en los casos de discriminación por razón de sexo. 
(Disposición final cuarta).

Aunque la disposición que comento recibe la denomina-
ción de Ley Orgánica, tal carácter solo afectaría a una 
parte mínima de su contenido, en concreto a tres disposi-
ciones adicionales de gran calado, la que determina el con-
cepto de presencia o composición equilibrada20 y las que se 
refieren a la modificación de la Ley Orgánica 5/1985 de 
Régimen Electoral General, estableciendo cuotas por ra-
zón del sexo en las candidaturas electorales, y de la Ley 
Orgánica 6/1985 del Poder Judicial (Disposiciones adicio-
nales segunda y tercera).

Al ser España, conforme a su Constitución, un Estado 
compuesto con distribución de competencias entre el Esta-
do (entendido como Poder Central) y las Comunidades 
Autónomas, se afirma en la LOI que el fundamento consti-

19  No se hace referencia en la Ley orgánica a la Directiva 2006/54 que ha 
refundido las Directivas 2002/73 y 76/207, ni a la Directiva 75/117/CEE sobre 
igualdad en materia de retribución.

20  “A los efectos de esta Ley, se entenderá por composición equilibrada la 
presencia de mujeres y hombres de forma que, en el conjunto a que se refiera, 
las personas de cada sexo no superen el sesenta por ciento ni sean menos del 
cuarenta por ciento” (Disposición adicional primera).
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tucional de los preceptos que contiene se halla por una 
parte en el artículo 149.1, 1ª CE, que reconoce al Estado 
“la regulación de las condiciones básicas que garanticen la 
igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los dere-
chos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales”, 
y por otra en las competencias de legislación básica atri-
buidas al Estado en materias como las bases del régimen 
jurídico de las Administraciones publicas, (art. 149.1.16ª), 
la legislación básica y régimen económico de la Seguridad 
Social (art. 149.1.17ª), o en suponer legislación de aplica-
ción directa en todo el Estado (art. 149.1.6ª. 7ª y 8ª).

3.1.  La transversalidad de la LOI

Uno de los aspectos más significativos de la LOI es que 
pretende obtener la igualdad efectiva mediante una políti-
ca integral que afecte a los21 más diversos ámbitos de la 
vida social. La dimensión de transversaidad (mainstrea-
ming) de la igualdad, seña del moderno Derecho antidis-
criminatorio, es uno de los principios fundamentales del 
texto legislativo, que “se ocupa en su articulado de la pro-
yección general del principio en los diferentes ámbitos 
normativos, y concreta en sus disposiciones adicionales la 
correspondiente modificación de las muy diversas leyes 
que resultan afectadas. De este modo, la Ley nace con la 
vocación de erigirse en la ley-código de la igualdad entre 
mujeres y hombres” (Exposición de Motivos III).

La transversalidad se recoge de modo expreso en el ar-
tículo 15 de la Ley:

“El principio de igualdad de trato y de oportunidades 
entre mujeres y hombres informará, con carácter trans-
versal, la actuación de todos los Poderes Públicos. Las 
Administraciones públicas lo integrarán, de forma activa, 
en la adopción y ejecución de sus disposiciones normati-
vas, en la definición y presupuestación de políticas públi-

21  Bustos Bottai, R.: “Hacia la igualdad sustancial: Reflexiones...”, op. cit., 
p. 99.
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cas en todos los ámbitos y en el desarrollo del conjunto de 
todas sus actividades”.

La transversalidad afecta por tanto a todas las políticas 
públicas, tanto a las estatales como a las autonómicas y 
locales, y tanto al sector público como al privado22. Al re-
gularse en el citado artículo 15 la transversalidad del 
principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en 
la actuación de los poderes públicos, se adopta por el legis-
lador una concreción del modelo de Estado Social, conecta-
do además con la convergencia del artículo 14 CE con el 
9.2, lo que puede tener un efecto transformador del orde-
namiento jurídico23.

La LOI afecta a más de veinte disposiciones de gran 
relevancia como: la Ley Orgánica 5/1985, del Régimen 
Electoral General; Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judi-
cial; Ley 50/1981, del Estatuto del Ministerio Fiscal; Ley 
1/2000, de Enjuiciamiento Civil; Ley 29/1998, de la Juris-
dicción Contencioso-Administrativa; Ley 14/1986, General 
de Sanidad; Ley 16/2003, de Cohesión y Calidad del Siste-
ma Nacional de Salud; Ley 30/1984, de Medidas para la 
Reforma de la Función Pública; Ley 17/1999, de Régimen 
de Personal de las Fuerzas Armadas; Ley 26/1984, de De-
fensa de consumidores y de usuarios; RDLg 1564/1989, 
por el que se aprobó el Texto refundido de la Ley de Socie-
dades Anónimas; Ley 571984, reguladora del Derecho de 
Asilo y de la Condición de Refugiado; Ley 16/1983, de 
creación del Instituto de la Mujer...

Por otra parte la LOI ha modificado la mayoría de las 
principales leyes de Derecho del Trabajo y de la Seguridad 
Social: RDLg 1/1995, por el que se aprobó el Estatuto de 
los Trabajadores, RDLg 2/1995, por el que se aprobó la 
Ley de Procedimiento Laboral; Ley 31/1995, de Prevención 

22  Art. 1.2: “A estos efectos, la Ley establece principios de actuación de los 
poderes públicos, regula derechos y deberes de las personas físicas y jurídicas, 
tanto públicas como privadas, y prevé medidas destinadas a eliminar y corre-
gir, en los sectores público y privado, toda forma de discriminación por razón 
de sexo”.

23  Balaguer Callejón, Mª L.: “El derecho a la igualdad de género: La LO 
3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad entre mujeres y hombres”, en Fi-
gueruelo, A. y otros: op. cit., pp. 51-69 (p. 59).
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de Riesgos Laborales; RDLg 5/2000, que aprobó el Texto 
refundido de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Or-
den Social; Ley 12/2001, de Medidas urgentes de reforma 
del mercado de trabajo; Ley 56/2003, de Empleo; RDLg 
1/1994, por el que se aprobó la Ley General de la Seguri-
dad Social...

En opinión de A. Montoya24, la LOI cumpliría con una 
triple función normativa, en primer lugar incluiría una 
regulación troncal del derecho a la igualdad de mujeres y 
hombres, y que se concreta en la fijación y objeto de la 
Ley (Título Preliminar), así como en el diseño del princi-
pio de igualdad (Título I), y de los principios generales de 
las políticas públicas para la igualdad (Capítulo I del Tí-
tulo II).

En segundo lugar, unas nuevas disposiciones sectoria-
les referidas a la aplicación del principio de igualdad en 
distintos ámbitos administrativos: educación, salud, so-
ciedad de la información, deporte, desarrollo rural... (Ca-
pítulo II del Título II), en los medios de comunicación pú-
blicos y privados (Título III), en materia laboral (Título 
IV), empleo público (Título V), acceso a bienes y servicios 
(Título VI) y responsabilidad social de las empresas (Títu-
lo VII).

Finalmente las normas que modifican los preceptos de 
leyes existentes, y que se contienen en las 31 disposiciones 
adicionales, salvo en la primera sobre el concepto de “com-
posición equilibrada”, que tiene carácter troncal, y del que 
nos ocuparemos más adelante.

Todo ello contribuye a que la LOI sea extremadamente 
compleja, e incluya en su contenido elementos normativos 
directos, definitorios, interpretativos, programáticos y 
anunciadores de modificaciones25.

También se han suscitado reparos sobre su Técnica 
normativa, que posibilita la presencia de disposiciones 
meramente programáticas o principalistas, al lado de 

24  Montoya Melgar, A.: “El significado de la Ley Orgánica para la igualdad 
efectiva”, op. cit., pp. 48 y ss.

25  Montoya, A.: op. cit., p. 51.
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otras directamente modificadoras del ordenamiento jurídi-
co preexistente26.

3.2.  La igualdad y las acciones positivas en la LOI

Especial trascendencia tiene el Título I de la LOI (El 
principio de igualdad y la tutela contra la discriminación), 
en el que se califica en el artículo 3 al principio de igual-
dad de trato, como el caracterizado por la ausencia de toda 
discriminación directa o indirecta, definiéndose a conti-
nuación ambas figuras (art. 6), y elevándole a la categoría 
de principio informador del ordenamiento jurídico, deter-
minante para la interpretación y aplicación de las normas 
jurídicas (art. 4).

Pero lo más significativo es que de modo expreso se re-
cogen en la LOI las acciones positivas:

Artículo 11. Acciones positivas
1. “Con el fin de hacer efectivo el derecho constitucio-

nal de la igualdad, los poderes Públicos adoptarán medi-
das específicas a favor de las mujeres para corregir situa-
ciones patentes de desigualdad de hecho respecto de los 
hombres. Tales medidas, que serán aplicables en tanto 
subsistan dichas situaciones, habrán de ser razonables y 
proporcionadas en relación con el objetivo perseguido en 
cada caso”.

La LOI ofrece por primera vez un marco general clara-
mente legitimatorio de las acciones positivas, si bien adap-
tándose a los límites trazados por la jurisprudencia consti-
tucional.

Sin embargo el art. 11.1 alude explícita y unidireccio-
nalmente a las mujeres como grupo a favorecer, apar-
tándose del tono neutral y ambivalente del resto del ar-
ticulado.

Por otra parte las personas físicas y jurídicas privadas 
pueden adoptar medidas de acción positiva (art. 11.2).

26  Dictamen del Consejo de Estado 803/2006, de 22 de junio, sobre el Ante-
proyecto de la LOI:
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La LOI fomenta el desarrollo de acciones positivas en el 
ámbito del trabajo y del empleo, pero también en áreas 
como la creación y producción artística e intelectual, las 
políticas de salud, medios de comunicación, programas de 
deportes, Fuerzas armadas... además el Gobierno deberá 
elaborar periódicamente un Plan Estratégico de Igualdad 
de Oportunidades (arts. 17-19 de la LOI).

Se pretende también combatir las llamadas acciones 
positivas falsamente protectoras de la mujer, fomentando 
el principio de corresponsabilidad parental o familiar en el 
cuidado de los hijos27.

En el mencionado Título I, se incluyen asimismo impor-
tantes garantías protectoras como la tutela judicial efecti-
va del derecho a la igualdad entre hombres y mujeres (art. 
12), la inversión de la carga de la prueba a cargo del de-
mandado en los procesos basados en actuaciones discrimi-
natorias por razón de sexo (art. 13), la indemnidad frente 
a posibles represalias (art. 9) y las consecuencias jurídicas 
de las conductas discriminatorias (art. 10).

Otro de los principios más significativos de la LOI es el 
de la presencia o composición equilibrada:

“A los efectos de esta Ley, se entenderá por composi-
ción equilibrada la presencia de mujeres y hombres de 
forma que, en el conjunto a que se refiera, las personas de 
cada sexo no superen el sesenta por ciento ni sean menos 
del cuarenta por ciento” (Disposición adicional primera).

De esta manera la cláusula del 60-40% se aleja de la 
paridad absoluta y de los problemas que plantean las cuo-
tas, al estar concebida de modo neutral, es decir referida 
indistintamente a uno y otro sexo, a diferencia, como he 
indicado anteriormente, de la regulación de las acciones 
positivas contenida en el artículo 11 de la LOI.

La representación equilibrada es obligatoria en los ór-
ganos directivos de la Administración General del Estado 
y de los organismos públicos vinculados o dependientes de 

27  El permiso de ausentarse por una hora por lactancia de un hijo, “podrá 
ser disfrutado indistintamente por la madre o el padre en caso de que ambos 
trabajaren” (Disposición adicional décimo primera, punto cinco).
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ella (art. 51), en sus tribunales y órganos de selección del 
personal, salvo por razones fundadas y objetivas, debida-
mente motivadas (art. 53), en la nueva Comisión de Igual-
dad del Consejo General del Poder Judicial (D.A. 3ª cua-
tro), y de modo destacado en las listas de candidaturas 
para diversos procesos electorales conforme a la modifica-
ción de la Ley Orgánica de Régimen Electoral General 
(D.A. 2ª).

Con carácter menos exigente, los poderes públicos vela-
rán por ella o la promoverán en la configuración de los 
“órganos consultivos, científicos y de decisión existentes 
en el organigrama artístico y cultural” (art. 27.2.d), en los 
puestos directivos y de responsabilidad en el Sistema Na-
cional de Salud (art. 27.3.c)... y, en general, en relación 
con cualquier nombramiento y designaciones de cualquier 
poder público (art. 16).

A modo de recomendación se alude a que las sociedades 
mercantiles privadas procuren “incluir en su Consejo de 
Administración un número de mujeres que permita alcan-
zar una presencia equilibrada de mujeres y hombres en 
un plazo de ocho años a partir de la entrada en vigor de 
esta Ley” (art. 75).

4. � Las cuotas electorales y su 
legitimidad constitucional

La Disposición Adicional segunda de la LOI ha modifi-
cado la Ley Orgánica de Régimen Electoral General, intro-
duciendo un nuevo artículo, el 44 bis:

1. Las candidaturas que se presenten para las eleccio-
nes de diputados al Congreso, municipales..., diputados al 
Parlamento Europeo y miembros de las Asambleas Legis-
lativas de las Comunidades Autónomas deberán tener 
una composición equilibrada de mujeres y de hombres, de 
forma que en el conjunto de la lista los candidatos de cada 
uno de los sexos supongan como mínimo el cuarenta por 
ciento. Cuando el número de puestos a cubrir sea inferior 
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a cinco, la proporción de mujeres y de hombres será lo 
más cercana posible al equilibrio numérico.

En las elecciones de miembros de las Asambleas Legis-
lativas de las Comunidades Autónomas, las leyes regula-
doras de sus respectivos regímenes electorales podrán es-
tablecer medidas que favorezcan una mayor presencia de 
mujeres en las candidaturas que se presenten a las elec-
ciones de las citadas Asambleas Legislativas.

2. También se mantendrá la proporción mínima del 
cuarenta por ciento en cada tramo de cinco puestos. Cuan-
do el último tramo de la lista no alcance los cinco puestos, 
la referida proporción de mujeres y hombres en ese tramo 
será lo más cercana al equilibrio numérico, aunque deberá 
mantenerse en cualquier caso la proporción exigible res-
pecto al conjunto de la lista...28.

Este precepto fue objeto de una cuestión de inconsti-
tucionalidad planteada por el Juzgado de lo Contencio-
so-Administrativo núm. 1 de Santa Cruz de Tenerife, y 
además de un recurso de inconstitucionalidad acumula-
do e interpuesto por más de cincuenta Diputados del 
Grupo Parlamentario Popular del Congreso de los Di-
putados.

El mencionado Juzgado planteó la cuestión en relación 
con la denegación de la proclamación de la candidatura 
del Partido Popular para el municipio de Garachico, inte-
grada exclusivamente por mujeres, alegando vulneración 
del art. 23 en relación con los artículos 6 y 14, todos de la 
Constitución29.

28  Además se establecía una regulación semejante en relación con el Senado, 
adaptándose a sus características electorales, y se establecía que la composición 
equilibrada entre sexos no sería exigible en los municipios con un número de 
residentes igual o inferior a 3.000 habitantes.

29  En el escrito de planteamiento de la cuestión, el titular del órgano judicial 
afirmaba lo siguiente:

“El límite máximo del 60 por ciento a la libre concurrencia de mujeres y 
hombres produce un efecto contraproducente y hay que explicarles a las mujeres 
recurrentes que tendrían que sacrificar su libertad política en mérito de la 
igualdad general de todas las mujeres, que se podrían beneficiar del equilibrio 
electoral, pero que no puede haber una lista electoral completa de mujeres por el 
hecho de serlo...”.
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En el recurso de los parlamentarios se alega además la 
vulneración de los artículos 16.1, 20.1.a, y 68.5 CE 30.

La sentencia del Pleno del Tribunal Constitucional, de 
29 de enero de 2008, ha desestimado la cuestión y el re-
curso de inconstitucionalidad, con el voto particular de un 
Magistrado.

Teniendo en cuenta las limitaciones de estas páginas, 
no puedo extenderme en el contenido de las alegaciones 
presentadas, y me limitaré a recoger una breve síntesis de 
la argumentación jurídica de dicha sentencia31.

El Tribunal Constitucional afirma que la principal 
cuestión a resolver es la de la legitimidad constitucional 
de la imposición a los partidos políticos de la obligación de 
presentar candidaturas con “una composición equilibrada 
de mujeres y hombres” en porcentajes que aseguren un 
mínimo del 40 por ciento para cada sexo.

La respuesta, según el propio Tribunal, se halla tanto 
en el mandato de sustantivación de la igualdad formal, 
contenido en el artículo 9.2, como en el de la configuración 
constitucional de los partidos políticos (art. 6 CE).

En relación con el primer aspecto el Tribunal reitera 
que la igualdad, “no sólo se traduce en la de carácter for-
mal contemplada en el art. 14 y que, en principio, parece 
implicar únicamente un deber de abstención en la gene-
ración de diferenciaciones arbitrarias, sino asimismo en 
la de índole sustancial recogida en el 9.2... ya que dicho 
precepto encomienda al legislador la tarea de actualizar y 
materializar la efectividad de la igualdad que se proyec-
ta, entre otras realidades, en el ámbito de la representa-
ción” (FJ 4), para facilitar la participación de todos los 
ciudadanos, removiendo, cuando sea preciso, los obstácu-

30  Art. 23 (Derecho a participar en los asuntos públicos. Sufragio activo y 
pasivo). Art. 14 (Igualdad ante la ley y derecho a no ser discriminado). Art. 6 
(Partidos políticos). Art. 16.1 (Libertad ideológica). Art. 20.1.a (Libertad de ex-
presión). Art. 68.5 (Condición de electores y elegibles).

31 S obre este tema es de utilidad la consulta de Sevilla Merino, J.: “Pari-
dad y leyes electorales”, en Figueruelo Burrieza, A. e Ibáñez Martïnez, M. L.: 
Igualdad..., op. cit. pp. 472-511. Sevilla Merino, J., Ventura Franch, A. y Gar-
cïa Campa, S.: “La igualdad efectiva desde la Teoría Constitucional”, Revista del 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 67, 2007.
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los, tanto normativos como fácticos, que la impidan o difi-
culten.

Por otro lado la Constitución considera a los partidos 
como instrumento para la participación política (art. 6 
CE), y por ello es constitucionalmente lícito servirse de 
ellos para, mediante una integración de sus candidaturas 
que permita la integración de ambos sexos, con ello hacer 
realidad la efectividad en el disfrute de los derechos exigi-
da por el art. 9.2.

El Tribunal Constitucional es consciente de que la le-
gislación que se impugna supone un límite a la libertad de 
selección de candidatos por los partidos o agrupaciones de 
electores, pero lo considera constitucionalmente legítimo, 
razonable y no lesivo para el ejercicio de derechos funda-
mentales, gozando además el legislador de una amplia, 
aunque no absoluta, libertad de configuración.

“La validez constitucional de estas medidas resulta 
clara. En primer lugar porque es legítimo el fin de la con-
secución de una igualdad efectiva en el terreno de la par-
ticipación política (arts. 9.2, 14 y 23 CE). En segundo tér-
mino porque resulta razonable el régimen instrumentali-
zado por el legislador que se limita a exigir una 
composición equilibrada con un mínimo del 40 por 100 y 
sin imposición de orden alguno, contemplándose excepcio-
nes para las poblaciones de menos de 3.000 habitantes... 
En fin, porque es inocuo para los derechos fundamentales 
de quienes, siendo sus destinatarios, los partidos políticos, 
no son por definición, titulares de los derechos fundamen-
tales de sufragio activo y pasivo” (FJ 5).

Una vez dicho esto, el Tribunal tiene que pronunciarse 
sobre si la Ley impugnada lesiona derechos fundamenta-
les, en concreto los contenidos en los artículos 14 y 23, cu-
yos titulares sean los ciudadanos. La respuesta también 
será negativa.

La igualdad de los ciudadanos no resulta vulnerada, ya 
que las modificaciones de la LOREG que se impugnan “no 
incorporan fórmulas compensatorias a favor de las muje-
res, en su calidad de grupo históricamente desfavorecido 
(sin perjuicio de la singularidad que reviste la habilitación 
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a la legislación electoral autonómica contenida en el se-
gundo párrafo del art. 44 bis LOREG, sobre la que ya nos 
hemos pronunciado en el FJ 8)32, sino que plasman un cri-
terio que se refiere indistintamente a los candidatos de 
uno y otro sexo” (FJ 9).

Indudablemente, el que la composición equilibrada de 
las listas electorales opere sin distinción de sexos facilita 
el que el Tribunal Constitucional declare su legitimidad 
constitucional. ¿Pero qué sucederá cuando se impugnen 
acciones positivas dirigidas a favorecer a las mujeres?, ¿se 
pondrán entonces reparos a su constitucionalidad? o más 
bien, ¿les seguirá dando cobertura el art. 9.2, tal como pa-
rece indicarse en el aludido Fundamento Jurídico 8?

Tampoco quedarían lesionados ni el derecho de sufragio 
pasivo, ni el activo (art. 23 CE), ya que en opinión del Tri-
bunal, el principio de composición equilibrada es un ins-
trumento al servicio de la igualdad de oportunidades en el 
ejercicio del derecho de sufragio pasivo, pues informa la 
elaboración de las candidaturas, mientras que “del art. 
23.1 no puede derivarse un derecho subjetivo de los ciuda-
danos a una concreta composición de las listas electorales. 
El derecho de sufragio activo... se ejerce por los ciudada-
nos a través de la elección... entre las opciones presenta-
das para su consideración por las formaciones políticas 
habilitadas al efecto por la legislación electoral, sin que 
forme parte de ese derecho la facultad de otorgar la condi-
ción de candidato a quien no fue propuesto como tal por 
los partidos políticos...” (FJ 9).

En el voto particular, aparte de otras consideraciones, 
se afirma que resulta lesionado el derecho de sufragio pa-
sivo de los candidatos propuestos que queden excluidos de 
participar en el proceso electoral como consecuencia de la 
aplicación de la norma cuestionada, que además vulnera 

32  “Al segundo párrafo del nuevo art. 44 bis 1 LOREG se le reprocha que da 
cobertura al establecimiento de normas que eleven la cuota de representación de 
la mujer hasta acercarla al 50 por 100 en la composición de las listas de candi-
datos a las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas. En todo 
caso esta habilitación en sí misma, y así entendida, encuentra cobertura consti-
tucional en el art. 9.2 CE” (FJ 8).
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la libertad ideológica y de autoorganización de los parti-
dos políticos (arts. 6 y 22 CE), concluyendo que la intro-
ducción de cuotas o paridades requeriría una reforma 
constitucional.

Como puede observarse son afirmaciones del Tribunal 
Constitucional, que en su momento serán sometidas a de-
bate y a la crítica de los analistas de esta importante sen-
tencia.


